	Fecha
	22 de abril de 1963
	Sesión número
	15

	Motivo: Amparo

	Recurrente: DEYANIRA BORBÓN BORBÓN

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y COMANDANTE DE PLAZA DE HEREDIA

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que funcionarios de la Guardia Civil y de Hacienda Fiscal allanaron su casa de habitación, registrando objetos, papeles y se llevaron libros, revistas, grabados, una costosa cámara fotográfica y documentos. Alega violación de los artículos 23, 28 y 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el Comandante de Plaza de Heredia, que recibió instrucciones de practicar un registro en casa de la recurrente por cuanto tenía informes de que era muy posible que hubiera armas.  Que procedieron al registro encontrando una cantidad de propaganda comunista. Informa el Ministro de Gobernación que en vista de la Conferencia de Presidentes de Centroamérica, con el de los Estados Unidos de Norteamérica, procedió a dictar medidas con el objeto de evitar la circulación de propaganda susceptible de ser calificada de marxista o de subversiva, de conformidad con el Decreto N° 37 de 21 de julio de 1954.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar.  Circunstancias extraordinarias situaban al Gobierno y a la República en caso de gran responsabilidad, como fue la visita al país de los Presidentes de los Estados Unidos de América y Centroamérica. Por esa razón, el recurrido reiteró la ejecución del decreto ejecutivo N° 37 del 21 de julio de 1954, con el fin de extremar sus precauciones para garantizar la seguridad personal, el respeto debido a sus altas investiduras, y evitar la circulación de propaganda comunista escrita, especialmente de ataque a los gobiernos democráticos. Las autoridades de policía, al entrar en el domicilio del recurrente, procedieron así fue por la sospecha de que en él se guardaban armas y por exigirlo así la urgencia del caso y a fin de evitar que la diligencia resultare inútil.  El registro fue practicado por subalternos de la Inspección General de Hacienda, quienes en persecución de artículos de prohibida introducción al país, como pueden ser las armas y lo es la literatura de tendencia comunista, pueden cumplir el registro. Los Magistrados Baudrit, Valle, Quirós y Ramírez declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Porter votó por archivar el recurso.


N° 15
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintidós de abril de mil novecientos sesenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Calzada, Fernández, Jugo y Porter. 
Artículo VII
También se trajo a estudio el recurso de Amparo presentado inicialmente ante el Juez Penal de Heredia, por Deyanira Borbón Borbón, contra el señor Ministro de Gobernación, y el señor comandante de Plaza de Heredia, en el cual la recurrente alega: “Vengo a presentar recurso de amparo a tenor de lo siguiente:  El lunes 25 del mes en curso, a las dieciséis horas y media, más o menos, nos encontrábamos mi madre y yo tranquilamente en la cocina de nuestra casa, junto con otras personas, cuando en eso irrumpieron intempestivamente en la propia cocina un guardia civil y dos guardias fiscales, quienes, cual se estila en la Nicaragua de Somoza o la Venezuela de Betancourt, habían penetrado como perro por su casa por la puerta de calle, pasando por el zaguán y el comedor y llegado hasta nosotras, sin pedir ni siquiera permiso.  Entre la natural sorpresa y alarma nuestras, nos dijeron que venían a practicar un registro.  Protestamos, pero de nada valió. No traían orden judicial ninguna, ni en nuestra tranquila casita sucedía nada anormal.  Éramos víctimas de un vejamen terrible, que los costarricenses no acostumbramos sufrir, ni menos los heredianos.  Uno de los uniformados en el aposento de mi señora mamá, y los otros en la sala, se dieron a la tarea de manosear y revolver armarios y otros muebles, de resultas de lo cual decidieron llevarse: Varios libros de mi esposo, don Fernando Gutiérrez Segura, comprados por él en librerías de San José, y con títulos iguales a muchos que también se encuentran en bibliotecas de costarricenses estudiosos y cultos.  Una cámara fotográfica muy valiosa.  Nueve discos de música china, de gran interés cultural.  Revistas, periódicos y otros papeles.  El registro se prolongó hora y media, e incluyó también las carteras de personas no familiares que por casualidad se hallaban en nuestra casa.-  De los autores inmediatos del hecho, conozco al guardia civil, Enrique Badilla Campos, quien es costarricense y fue o es vecino de Heredia, y cuyas demás calidades ignoro.  Los otros dos manifestaron ser guardias fiscales, pero no quisieron dar sus nombres ni calidades, aunque dijeron que obedecían órdenes superiores.-  Los hechos relatados, señor Juez, constituyen violación flagrante, por lo menos, de tres artículos constitucionales: el 23, en cuanto se nos ha inquietado a mí y mi familia sin causa legal; el 28, porque se ha violado nuestro sagrado domicilio, y el 45, que garantiza la inviolabilidad de la propiedad.  De nuestra casa fueron sustraídos objetos varios, de diversos valores, arbitrariamente y por la fuerza, ya que no existe ley, señor Juez, que prohíba a ningún costarricense leer y tener libros, poseer cámaras fotográficas o discos musicales, etc., y las susodichas autoridades se llevaron esos y otros objetos por la razón de sus uniformes o grado policial, o sea de la fuerza, después de haber entrado por nuestra sagrada puerta sin siquiera molestarse en tocarla.-  Pido amparo: que se restablezca mi derecho; y se prevenga a las autoridades transgresoras abstenerse de nuevas transgresiones contra mi domicilio y nuestra propiedad.  Me fundo en el artículo 48 de la Constitución y en los correspondientes de la Ley de Amparo.-  Dirijo este recurso contra el susodicho Enrique Badilla Campos.  Pero de acuerdo con el artículo de la Ley de Amparo, téngase por presentado contra cualquiera otra u otras autoridades superiores de que haya emanado la eventual orden violatoria de mi derecho, y cuyos nombres y calidades ignoro por no haberlos informado los actores directos e inmediatos.- Probaré los hechos con las siguientes personas, costarricenses y vecinas de aquí, quienes presenciaron las minucias del registro; Don Miguel Ángel Sáenz Borbón, casado, ebanista; señorita Rosario Sáenz Borbón, soltera, de oficios domésticos; doña Soledad Rodríguez Jiménez, casada, de oficios domésticos; doña Norma Montenegro de Sáenz, casada y de oficios domésticos.  Quienes declararán cuanto presenciaron.  Ruégole, señor Juez, proceder a tenor de la Constitución y Ley de Amparo.”

La Comandancia de Plaza y Guardia Civil del propio lugar, informa al Juez lo siguiente:  “La Comandancia de Plaza y Guardia Civil de Heredia, me encomendó solicitara unos miembros del Resguardo Fiscal de esta localidad, para que procedieran a hacer un registro en la casa de Ester Borbón, ya que mis superiores en esta comandancia habían obtenido informes muy confidenciales de algunas personas de que en dicha casa, en horas avanzadas de la noche y en forma sospechosa, descargaban algunas cajas al parecer muy pesadas.  Los informantes manifestaban que probablemente se trata de armas y que ellos no daban sus nombres por temor a venganzas, ya que los residentes en dicha casa son de filiación comunista. Una vez solicitados los miembros del Resguardo Fiscal, los acompañé a presenciar el registro y para tratar de protegerlos si fuera del caso.- En el registro no se encontraron armas pero sí gran cantidad de  propaganda subversiva comunista, la cual fue depositada en las Oficinas del Servicio de Inteligencia del Ministerio de Seguridad Pública.  Adjunto a la presente encontrará una lista de la propaganda decomisada en casa de Ester Borbón.”

Por razón de competencia este Tribunal conoce del asunto.  La misma Comandancia de Plaza informó al Juez, posteriormente, lo que sigue: “Contestando su Oficio N° 163 de fecha 8 de marzo de 1963, me permito informarle que el suscrito le giró instrucción al Sargento Enrique Badilla Campos, miembro de esta unidad, para que solicitara los servicios de los miembros del Resguardo Fiscal de esta ciudad, para que efectuaran el registro mencionado en el presente oficio, amparándonos en el oficio que dirigiera el señor Ministro de Gobernación, Lic. Francisco Urbina G. al Capitán Gonzalo Araya Fernández, Jefe del Servicio de Inteligencia de Seguridad Pública y con quien trabajamos en mutuo acuerdo.  El oficio del señor Ministro de Gobernación dice textualmente lo siguiente: “Señor Capitán Gonzalo Araya F. Jefe del Servicio de Inteligencia. Pte. Estimado señor: Tengo informes de que en esto días está circulando gran cantidad de literatura tendiente a subvertir el orden en el país, inspirada por elementos de ideología marxista.  El Poder Ejecutivo, como responsable de la seguridad de la ciudadanía, no puede permitir que personas ajenas a nuestros sentimientos democráticos traten de alterar la paz, por lo que le estimaré, en asocio del Resguardo Fiscal, proceder a decomisar toda aquella propaganda susceptible de ser calificada marxista y subversiva, para que, al tenor del Decreto Ejecutivo N° 37 del 21 de julio de 1954, sea sometida al examen de la Junta Consultiva de Publicaciones.  De usted, con toda consideración. Francisco Urbina G. Ministro de Gobernación.”

En el término concedido, el señor Ministro de Gobernación, dice: “Este Despacho, en vista de la Conferencia de Presidentes de Centroamérica, con el de los Estados Unidos de Norteamérica, procedió a dictar las medidas pertinentes con el objeto de que se evitara hasta donde fuera posible, la circulación de propaganda susceptible de ser calificada de marxista o de subversiva, entre las cuales, se encuentran el oficio dirigido al señor Capitán Gonzalo Araya F., Jefe de Servicio de Inteligencia, en el cual se le solicitó que decomisara esa clase de propaganda en asocio del Resguardo Fiscal, para que la misma, sea sometida a conocimiento de la Junta Consultiva de Publicaciones, de conformidad con lo dispuesto por el Decreto Ejecutivo # 37 de 21 de julio de 1954, que prohíbe la publicación, importación, venta, exhibición, o circulación de folletos, revistas, libros u otros escritos impresos o no, y de los grabados, figuras o estampas, que fueren: de ideología o tendencias comunistas.- Esas medidas dictadas por el Poder Ejecutivo, como responsable de la seguridad de la ciudadanía y como encargado de velar porque la Conferencia dicha se realizara dentro de un régimen de seguridad para nuestros ilustres visitantes, dieron resultado, de que la misma se celebrara dentro de un ámbito de paz y sin las molestias que pudieron haber surgido, si se hubiera permitido, que esa clase de propaganda circulara en una forma abierta.”

Discutido el caso, también se dispuso declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones: “Con ocasión de la visita que el Presidente de los Estados Unidos de América, John F. Kennedy haría a Costa Rica, para asistir a la Conferencia de Presidentes de Centro América y Panamá, el Ministro de Gobernación se dirigió al Jefe del Servicio de Inteligencia expresándole lo siguiente:


“Señor Capitán Gonzalo Araya F. Jefe del Servicio de Inteligencia. Pte. Estimado Señor: Tengo informes de que en estos días está circulando gran cantidad de literatura tendiente a subvertir el orden en el país, inspirada por elementos de ideología marxista.


El Poder Ejecutivo, como responsable de la seguridad de la ciudadana, no puede permitir que personas ajenas a nuestros sentimientos democráticos traten de alterar la paz, por lo que le estimaré, en asocio del Resguardo Fiscal, proceder a decomisar toda aquella propaganda susceptible de ser calificada marxista y subversiva, para que, al tenor del Decreto Ejecutivo N° 37 de 21 de julio de 1954, se sometida al examen de la Junta Consultiva de Publicaciones.  De usted, con toda Consideración. Francisco Urbina G. Ministro de Gobernación.” De usted atentamente, f) Abel R. Hernández B. Mayor Comandante de Plaza y 1° de la Guardia Civil de Heredia”.


De mutuo acuerdo con el Jefe del Servicio de Inteligencia, el Comandante de Plaza y de la Guardia Civil de Heredia, giró instrucciones al Sargento Enrique Badilla Campos, para que solicitara los servicios del Resguardo Fiscal de dicha ciudad y practicara un registro en la casa de la recurrente, por haberse recibido informes confidenciales de que en horas avanzadas de la noche y en forma sospechosa se había visto descargar en dicha casa, habitada por personas de filiación comunista, algunas cajas, al parecer muy pesadas, que infundían la sospecha que pudieran contener armas.

Miembros del Resguardo Fiscal, a quienes acompañó el citado Sargento Badilla Campos, para darles protección en caso necesario, practicaron el registro, no encontrando armas, pero sí una gran cantidad de literatura de ideología marxista y comunista cuya lista en el expediente es la siguiente:

9 discos de manufactura china y soviética, con los siguientes número: 50413 – M   70019-M 2-3486 – Mill – 5289-56 – M211 – Z- M-049 Z – 70599M.  1-2395.
1 folio conteniendo un testamento del Licenciado Fabio Rojas Díaz.
2 sobres conteniendo documentos varios.
1 cuaderno de dibujo grande conteniendo listas de sujetos.
1 diploma de un curso avanzado del Marxismo-leninista.
1 file conteniendo notas varias.

33 tomos del libro titulado “Principios”.

5 revistas tituladas “Problemas”.

1 tomo de la revista documentos.

1 tomo de la revista “Poder Soviético”.
1 tomo de la revista “Moral Social”.
1 tomo de la revista “Guatemala tu nombre inmortal”.
1 tomo de la revista “Trabajo”.
13 revistas tituladas “Mao Tse Tung”.
13 revistas “Vanguardia Popular”.
3 revistas “Estatutos”.
1 Boletín de Información.
1 revista “Obra”.
3 folletos de propaganda del Partido Comunista.
1 tomo “El hombre mediocre”.
1 tomo “Estatutos del Partido Comunista Chino”.
1 tomo de Mamita Yunai.
1 tomo de “El estado y revolución”.
1 folleto de grabados chinos.
2 folletos “Una revolución alegre”.
1 tomo “Lenin”.
1 tomo “Rescoldera”.
1 tomo “Lu-Ding yu”.
1 tomo “Rey Reforma Agraria de la República de China”.
1 folleto chino.
1 folleto “Los sindicatos Soviéticos”.
1 tomo “El Congreso Mundial de Mujeres”.
5 folletos varios.
2 folletos “Diez Años del Partido Comunista Chino”.
1 folleto “Informe Político”.
1 folleto “Plan contra la crisis”.
1 folleto “Bandera Tica en la tierra cubana”.
1 revista china.
1 Memorándum con varios apuntes.
8 folletos “Conferencia Mundial sobre desarme”.
1 folleto “Declaración”.
1 folleto “El salario”.
1 folleto “Vanguardia”.
8 folletos “Tratado de desarme General”.
3 folletos “22 Congreso del P.C.U.S.”.
16 folletos “Oficina de enganche de mercenarios”.
4 folletos “Segunda Declaración de la Habana”.
8 folletos “No se justifican nuevos impuestos”.
2 folletos “La crisis”.
1 folleto “Declaración”.
2 folletos “Discurso de Kruchev”.
1 folleto “Lo que oí en Hungría”.
1 folleto “Paz con dignidad”.
2 folletos “Estados Unidos y la Integración Económica de Centro América”.
7 folletos “Comunicado de la Conferencia de los Partidos Comunistas”.
1 folleto “El Partido Vanguardia Popular”.
1 folleto “Gira por la zona bananera”.
1 folleto “Lo que propone el Gobierno”.
2 folletos “Programa y Estatutos”.
1 folleto “El A.B.C. de Vanguardia Popular”.
20 folletos “Brutal represión de la dictadura salvadoreña”.
7 portafotografías.
48 folletos “Introducción al Marxismo-Leninismo”.
1 cámara fotográfica con su estuche y película. Marca Cuera-4.
1 revista china.
13 fotografías de Rusia.
1 lote de periódicos y hojas sueltas.

Dada la situación especialísima, de la visita de seis Presidentes al País, el de los Estados Unidos de Norteamérica, el de Panamá, y los de Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua, todos muy combatidos por el comunismo nacional e internacional, el Gobierno de Costa Rica había asumido la enorme responsabilidad de garantizar a visitantes de tan alta categoría, no solo su seguridad personal sino que no iban a ser agraviados con demostraciones hostiles e irrespetuosas por elementos de ideología comunista.  La precaución era necesaria en ese momento, porque el Gobierno de la República, no podía tener la certeza, de que los comunistas del país, y otros elementos no simpatizantes de los Estados Unidos o de los Gobiernos Centroamericanos, fueran a mantener una actitud pasiva durante la permanencia de los Presidentes en Costa Rica.  De ahí, que para prevenir un desborde de pasiones estimulada por literatura contraria a la ideología democrática que impera en el país, y que es base la vida institucional de la República, el Ministro de Gobernación ordenara el decomiso de toda la propaganda escrita de tinte marxista o comunista, amparándose al Decreto Ejecutivo N° 37 de 21 de julio de 1954, que prohíbe “la publicación, importación, venta, exhibición o circulación de folletos, revistas, libros y otros escritos impresos o no, y de los grabados, figuras o estampas que fueren ideología o tendencia comunistas”.

Ahora bien: como dicha orden ministerial tiene fundamento en una ley, cuya vigencia y aplicación ha de mantenerse mientras no sea declarada inconstitucional, el decomiso de los discos chinos, libros, folletos, revistas y otros escritos, que figuran en la lista preinserta, que por sí sola deja ver que se ha introducido al país con propósito de propaganda de ideas contra el régimen democrático imperante, para que fuera examinada por la Junta Consultiva de Publicaciones a que se refiere el antes citado Decreto Ejecutivo N° 37, no constituye un acto arbitrario que alcance a trasgredir el artículo 45 de la Constitución Política, porque mientras la Junta Consultiva expresada, no resuelva si la literatura y otras cosas que las autoridades de policía aprehendieron en casa de la recurrente, son de ilícita tenencia y ordene su decomiso, no puede hablarse de violación de la propiedad.  Tampoco puede considerarse arbitrario el proceder de las autoridades de policía al entrar en el domicilio de la recurrente, porque si así procedieron, fue por la sospecha que obtuvieron, en virtud de informes que les fueron suministrados confidencialmente, de que en la casa de la recurrente en horas de la noche habían descargado cajas pesadas al parecer de armas, hecho que les hizo posible suponer, dada la proximidad de la visita de los Presidentes de naciones amigas,  que podían ser utilizadas para perturbar la tranquilidad pública o para atentados personales, por lo cual estaban llamados a proceder al registro de la casa con la rapidez que excepcionalmente le permite a las autoridades de policía el párrafo primero de artículo 229 del Código de Procedimientos Penales, por exigirlo así la urgencia del caso y a fin de evitar que la diligencia resultare inútil.  Y si bien es cierto que no aparecieron tales armas, el registro no resultó infructuoso pues fue aprehendida literatura de propaganda comunista, que por ser de importación, circulación y venta prohibidas en Costa Rica, de acuerdo con el Decreto Ejecutivo N° 37 tantas veces citado, indudablemente han sido introducidas de contrabando.  Por otra parte el registro fue practicado por subalternos de la Inspección General de Hacienda, quienes en persecución de artículos de prohibida introducción a país, como pueden ser las armas y lo es la literatura de tendencia comunista, pueden, de negarse el propietario de una casa a permitirles el acceso a ella, cumplir el registro, como se entiende de lo dispuesto por los artículos 629 del Código Fiscal, relacionado con los incisos e) y f) del artículo 9 de la Ley N° 4 de 10 de setiembre de 1923.  No ha sido trasgredida tampoco, por las autoridades que ordenaron el registro, la garantía de inviolabilidad de domicilio.  Por todo lo expuesto, el recurso no procede y así se declara”.

Los Magistrados Baudrit, Valle, Quirós y Ramírez votaron igualmente por declarar sin lugar el recurso, con fundamento en las siguientes razones: “La orden del señor Ministro de Gobernación, que simplemente recomienda el cumplimiento del Decreto Ejecutivo N° 37 de 21 de julio de 1954, no puede, evidentemente, contrariar derecho constitucional alguno.  El registro domiciliario practicado por orden de sus subalternos, y el decomiso de material que en definitiva puede ser calificado de ideología o tendencia comunistas, tiene apoyo en lo dispuesto por los artículos 229 del Código de Procedimientos Penales, 629 y 714 del Código Fiscal, 9°, incisos c), e) y f) de la Ley de Resguardos, N° 4 de 10 de setiembre de 1923, y en el citado Decreto N° 37 de 1954.  Si se actuó, pues, al amparo y en cumplimiento de disposiciones legales, no puede estimase en forma alguna que el proceder fuera arbitrario y violatorio de los derechos constitucionales que se afirma transgredidos.”

El Magistrado Porter votó por archivar el recurso, porque a su juicio no se trata de materia de Amparo, sino de la determinación de si se ha cometido o no un hecho delictuoso, de competencia de los tribunales comunes.
